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Río Gallegos, 21 de septiembre de 2012.-
Y VISTOS:
Los presentes autos caratulados: “PASCUALETTI MIGUEL ALBERTO c/ SERVICIOS ESPECIALES SAN ANTONIO S.A. s/ LABORAL”, Expte. Nº P-9.479/04 (P-1.850/12-TSJ), venidos al Acuerdo para resolver; y
CONSIDERANDO:
I.- Que llegan los presentes autos a conocimiento de este Excmo. Tribunal Superior de Justicia en virtud del recurso de casación interpuesto a fs. 433/462 por el Dr. Ignacio Ferreyra de las Casas, en representación de la demandada -empresa Servicios Especiales San Antonio S.A.-, contra la sentencia dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. 421/429. Por medio de esta se resuelve: “?1°) Declarar la inconstitucionalidad para el caso concreto del tope indemnizatorio de [$] 3.179, fijado como base para la determinación de la indemnización por despido. 2°) Rechazar el planteo de inconstitucionalidad de todos los topes indemnizatorios. 3°) Hacer lugar al segundo y al cuarto agravio de la demanda y en consecuencia revocar la sentencia recurrida admitiendo lugar parcialmente (sic) la demanda incoada por el actor y condenando a la demandada a abonarle en concepto de diferencias salariales las que resulten de la liquidación que deberá practicar la Contadora Liliana Bontempo, dependiente de esta Excma. Cámara de Apelaciones, aplicando las pautas fijadas en el tercer párrafo del Considerando VI y en el Considerando VII de este pronunciamiento. 4°) Rechazar el tercer agravio del actor por las razones expuestas en los considerandos?” (confr. fs. 428/429).-
La demandada se presenta y manifiesta que: “…en tiempo y forma vengo a interponer RECURSO DE CASACIÓN contra la Sentencia de fecha 11 de noviembre de 2011, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería de la Segunda Circunscripción Judicial?” (confr. fs. 433); “?Sostiene esta representación, respetuosamente, que la Excma. Cámara de Apelaciones ha incurrido en la violación de la ley o doctrina legal al dictar su pronunciamiento, y que ello hace procedente el recurso de casación que se interpone, con arreglo al art. 3 inc. a) – Sección 6ta., Capítulo IV – Recurso ante el Excmo. Tribunal Superior de Justicia (conf. art. 5° Ley 1687). 33. Afirmo así concretamente que han (sic) resultado violado el art. 245 LCT, al declararse su inconstitucionalidad. 34. Es que la decisión del día 11 de noviembre de 2011 configura supuesto que habilita la tacha de arbitrariedad por estar frente a omisiones y desaciertos de suma gravedad, lo que hace procedente la descalificación del fallo como acto jurisdiccional válido (Fallos: 214:92; 222:149; 243:432; 250:488; 256:283; y muchos otros)… Entiende respetuosamente esta parte que la Excma. Cámara al afirmar dogmáticamente que la declaración de inconstitucionalidad de una norma puede ser declarada de oficio, incurre en causal de arbitrariedad de sentencia al efectuar una interpretación de la ley desarreglada a derecho, desvío que corresponde sea enmendado por el Excmo. Tribunal Superior de Justicia…” (confr. fs. 453/454 vta.); y “?Como vemos la Corte Suprema encuentra en el principio de división de poderes el argumento fundamental para impedir que el control de constitucionalidad se concrete de oficio, resultando imperioso por parte del Excmo. Tribunal Superior enmiende tal desvío incurrido por la Excma. Cámara que arbitrariamente declaró de oficio la inconstitucionalidad del tope indemnizatorio utilizado por el Juez a quo?” (confr. fs. 455 vta.). Luego de citar y transcribir parte de fallos, el recurrente afirma: “?Frente a ese terminante contexto que impone la antigua doctrina de la Corte Suprema, que una vez más denunciamos en autos como trasgredida, la Excma. Cámara adopta la censurable postura de desentenderse injustificadamente de los precedentes citados… Es por todo ello que al respetuoso juicio de esta parte, seguir los lineamientos impartidos por el más Alto Tribunal Nacional desde ‘LOS LAGOS’ constituye el mejor aporte en favor del fortalecimiento del principio de división de poder como piedra basal que es de nuestro orden constitucional. 73. Por todo lo expuesto, solicito al Excmo. Tribunal Superior enmiende lo decidido mediante la admisión también de este recurso de casación y consecuentemente rechace la declaración de inconstitucionalidad de oficio declarada, con costas en todas las instancias?” (confr. fs. 459 vta. y 461). Sobre el final de su escrito recursivo, hace reserva del caso federal (confr. fs. 461 vta.).-
II.- Que, como paso previo a revisar el mérito del presente recurso y de conformidad a lo sostenido en forma reiterada por este Alto Cuerpo en precedentes relativos a recursos extraordinarios (confr. TSJ Sta. Cruz, Tomo II, Interlocutorio, Reg. 230, Folio 390; Tomo IX, Interlocutorio, Reg. 1276, Folio 1689; Tomo XIII, Interlocutorio, Reg. 1690, Folio 2452/2453; Tomo XV, Interlocutorio, Reg. 1952, Folio 2892; Tomo XVIII, Interlocutorio, Reg. 2402, Folio            3579/3581      ; Tomo XXI, Interlocutorio, Reg. 2697, Folio             4124/4127      ; Tomo XXIII, Interlocutorio, Reg. 2859, Folio:             4508/4509      ), corresponde remarcar, de acuerdo a la preceptiva que regula este medio de impugnación, recurso de casación (artículo 4° de la ley 1.687), que se impone preliminarmente verificar si la presentación efectuada reúne ciertas pautas adjetivas que la doctrina en general denomina: condiciones formales, por oposición a las sustanciales del derecho de impugnación (confr. Hitters, Juan Carlos, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, Ed. L.E.P., 1998, 2da. ed., pág. 243), toda vez que dicha técnica procesal es rigurosa y de imperativo cumplimiento, con el objeto de que el recurso, bastándose a sí mismo, haga posible que el Tribunal pueda imponerse del planteo en forma integral.-
Así entonces, la regla que determina taxativamente cuáles son las condiciones formales que deben cumplirse al articular el recurso de casación, esto es el artículo 4º de la ley 1.687, enuncia (entre otros requisitos): “El escrito de interposición del recurso… deberá: … a) Expresar el alcance de su impugnación y lo que desea que se anule, indicando concretamente las formas quebrantadas, las disposiciones violadas, errónea o falsamente aplicadas, manifestando cuál es la ley o la doctrina que ha debido aplicarse. Cada motivo se expresará separadamente”.-
Se adelanta que la pretendida calificación de la sentencia como arbitraria carece de pertinencia, toda vez que no se observan en el pronunciamiento impugnado ninguno de los presupuestos que la configuran. Para descalificar una sentencia por arbitraria no es suficiente alegar tal vicio, sino que hay que acreditarlo. En tal inteligencia la Suprema Corte bonaerense señaló que: “Sabido es que no resulta suficiente para enervar la decisión atacada exponer una opinión distinta a ella, sino que es menester demostrar acabadamente que el razonamiento empleado por el juzgador fue afectado por un error grave y manifiesto que ha derivado en conclusiones contradictorias e incoherentes en el orden lógico formal e insostenibles en la discriminación axiológica” (confr. Ac. 57.426-S, 5-3-96 “Compagnoni, José c/ Vázquez, Isidro s/ División de condominio”). Concordante con lo expuesto, este Alto Cuerpo ha sostenido que: “…para que se configure el extremo del absurdo o arbitrariedad no es suficiente la mera exhibición de un criterio discordante con el de los juzgadores, toda vez que debe demostrarse el vicio que se alega de manera tal que permita concluir que ‘el discurrir del fallo se encuentra viciado de tal modo que lleva a conclusiones contrarias al entendimiento’…” (confr. Tomo IX, Interlocutorio, Reg. 1320, Folio 1786/1788; Tomo XX, Interlocutorio, Reg. 2648, Folio             3999/4003      ); y “…que debe rechazarse el absurdo o arbitrariedad denunciados en tanto no se ha logrado demostrar que el discurrir del fallo se encuentre viciado de tal modo que lleve a conclusiones contrarias al entendimiento?” (confr. Tomo XX, Interlocutorio, Reg. 2648, Folio             3999/4003      ).-
Asimismo, es tesis de este Tribunal que: “…La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas, o que el recurrente estime tales según su criterio, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad excepcional en los que se verifica un apartamiento palmario de la solución prevista por la ley o una absoluta carencia de fundamentación…” (confr. Tomo III, Interlocutorio, Reg. 282, Folio 457/458; Tomo VI, Interlocutorio, Reg. 881, Folio 1022/1025; Tomo XX, Interlocutorio, Reg. 2644, Folio             3980/3984      ). Circunstancias éstas que de ninguna forma se presentan en autos.-
Y es que, en este punto, se advierte de la lectura del recurso de marras que los pretensos agravios respecto de la resolución atacada, sería la arbitrariedad “?al efectuar una interpretación desarreglada a derecho?” (confr. fs. 454 vta.) por haber declarado la inconstitucionalidad de oficio de los topes indemnizatorios que fija el artículo 245 de la LCT apartadándose de los precedentes invocados por el recurrente, en relación a la prohibición de la declaración de inconstitucionalidad de oficio.-
Al respecto es dable traer a colación lo dicho por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el fallo recaído en la causa “Banco Comercial de Finanzas S.A. (en liquidación Banco Central de la República Argentina) s/ quiebra”, del 19 de agosto de 2004, en el cual se expresara que: “…cabe recordar que si bien es exacto que los tribunales judiciales no pueden efectuar declaraciones de inconstitucionalidad de las leyes en abstracto, es decir, fuera de una causa concreta en la cual deba o pueda efectuarse la aplicación de las normas supuestamente en pugna con la Constitución, no se sigue de ello la necesidad de petición expresa de la parte interesada, pues como el control de constitucionalidad versa sobre una cuestión de derecho y no de hecho, la potestad de los jueces de suplir el derecho que las partes no invocan o invocan erradamente -trasuntado en el antiguo adagio iura novit curia- incluye el deber de mantener la supremacía de la Constitución (art. 31 de la Carta Magna) aplicando, en caso de colisión de normas, la de mayor rango, vale decir, la constitucional, desechando la de rango inferior…” (confr. Fallos 327:3117, cit. en TSJ Santa Cruz, Tomo XIV, Sentencia, Reg. 484, Folio             2628/2634      ).-
La propia Corte reconoce como su antecedente inmediato, el caso “Mill de Pereyra, Rita Aurora; Otero, Raúl Ramón y Pisarello, Angel Celso c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ demanda contencioso administrativa”, del 27 de septiembre de 2001, en el que se sostuviera en cuanto a la declaración de inconstitucionalidad de oficio, que: “…corresponde remitirse al voto de los jueces Fayt y Belluscio en el caso de Fallos: 306:303, donde se expresó que ‘no puede verse en la admisión de esa facultad la creación de un desequilibrio de poderes a favor del Judicial y en mengua de los otros dos, ya que si la atribución en sí no es negada, carece de consistencia sostener que el avance sobre los otros poderes no se produce cuando media petición de parte y sí cuando no la hay. Tampoco se opone a la declaración de inconstitucionalidad de oficio la presunción de validez de los actos administrativos, o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando contrarían una norma de jerarquía superior, lo que ocurre en las leyes que se oponen a la Constitución. Ni, por último, puede verse en ella menoscabo del derecho de defensa de las partes, pues si así fuese debería también descalificarse toda aplicación de oficio de cualquier norma legal no invocada por ellas so pretexto de no haber podido los interesados expedirse sobre su aplicación en el caso’ (considerando 5°)?” (confr. Fallos: 324:3219, cit en TSJ Santa Cruz, Tomo XIV, Sentencia, Reg. 484, Folio             2628/2634      ).-
Con estos trascendentales fallos, la Corte Suprema “…modificó la posición tradicional dentro de la cual se había manejado el control judicial establecido por el voto mayoritario del Alto Tribunal que condenaba la posibilidad de realizar control constitucional de oficio (Fallos 190:142, “Ganadera los Lagos S.A. c. Nación Argentina s/ Nulidad de decreto”)…” (confr. FIGUEIRA, Bárbara; y MUSITAN, Christian J., “El control de constitucionalidad en la Corte Suprema de Justicia de la Nación”, La Ley 2005-F, 453, doctrina citada en TSJ Santa Cruz, Tomo XIV, Sentencia, Reg. 484, Folio 2.628/2.634).-
En concordancia con lo expuesto, se ha expresado que: “?La posibilidad de declarar de oficio la inconstitucionalidad de un precepto legal tiene ya sin dudas carta de ciudadanía entre nosotros, tal como lo deja concluir la sentencia dictada por la Corte Suprema de la Nación en la causa B.1160.XXXVI. Recurso de Hecho, Banco Comercial de Finanzas S.A. – en liquidación Banco Central de la República Argentina s. Quiebra, fallada el 19 de agosto de 2004…” (confr. SCBA, C-84892, Sentencia del 5-03-2008).-
De lo antedicho se deduce que la declaración de inconstitucionalidad de oficio efectuada por la Cámara de ninguna manera implica una sentencia arbitraria.-
En atención a las consideraciones expuestas, corresponde declarar mal concedido el recurso de casación interpuesto por la demandada Empresa Servicios Especiales San Antonio S.A. a fs. 433/462, y en consecuencia, revocar la resolución de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. 464 y vta., teniéndose presente la reserva del caso federal.-
Por todo ello, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia,
RESUELVE:
1º) Declarar mal concedido el recurso de casación interpuesto a fs. 433/462 por la demandada Empresa Servicios Especiales San Antonio S.A., y en consecuencia, revocar la resolución de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. a fs. 464 y vta..-
2º) Tener presente la reserva del caso federal.-
3º) Regístrese y notifíquese. Oportunamente devuélvase.-
La presente resolución se dicta con la firma de cuatro miembros del Tribunal por constituir mayoría concordante en la solución del caso (art. 27, ley Nº Uno, t.o. ley Nº 2.404).-
Fdo: Dr. Daniel Mauricio Mariani -Vocal a/c Presidencia-, Dr. Enrique Osvaldo Peretti -Vocal-, Dra. Alicia de los Angeles Mercau -Vocal-, Dra. Paula Ernestina Ludueña Campos -Vocal-
Secretario: Dra. Marcela Silvia Ramos
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